STJSL-S.J. – S.D. Nº 134/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintisiete días de julio de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “INCIDENTE IMP. ARCE MATÍAS EMANUEL/DAMN. CASTRO MARÍA SOLEDAD - AV. HOMICIDIO SIMPLE CON DOLO EVENTUAL  s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº INC. 87424/3. 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, y LILIA ANA NOVILLO.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?
IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) 
¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. sub 1 y vta., el defensor del imputado en autos Emiliano Damián Arce Barrientos interpone Recurso de Casación en contra del Auto Interlocutorio dictado por la Excma. Cámara del Crimen Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial de fecha 27/05/2014 obrante a fs. 619/620 de los autos principales, que resuelve no hacer lugar al pedido de suspensión del juicio a prueba respecto de su pupilo y que continúe la causa según su estado. El recurso es fundado a fs. sub 3/sub 11 vta. 

Luego de referirse a la procedencia formal del recurso, destaca que el mismo debe admitirse por tratarse de una decisión equiparable a definitiva, por estar en juego el derecho individual a la libertad durante el proceso penal, como garantía constitucional que puede invocar toda persona frente al poder estatal, en virtud de la presunción de inocencia que la tutela (arts. 1, 14, 18 y 75 inc. 22 C.N.). 

En cuanto a los agravios, sostiene que de acuerdo a la tesis ampliamente seguida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el párrafo 4º del art. 76 bis del Cód. Penal, contempla un supuesto de admisibilidad de la suspensión del proceso a prueba independiente de los contenidos en los dos primeros párrafos de la misma disposición legal. Que de acuerdo con el cuarto párrafo citado, la suspensión resulta admisible cuando se imputa uno o varios delitos reprimidos legalmente con pena carcelaria máxima superior a los tres años  (pues en caso contrario se trataría de alguno de los supuestos de admisibilidad ya descriptos en los dos primeros párrafos del mismo articulado); y siempre que sea posible la condena condicional (es decir en la medida en que el mínimo de la escala penal prevista en la ley no sea mayor a los tres años de prisión).

Alega que el consentimiento del representante del Ministerio Público Fiscal, queda reservado para los supuestos previstos en el cuarto párrafo del art. 76 bis del Cód. Penal y que, en el caso de autos, dado que el delito endilgado a Arce, no supera en su escala punitiva los tres años de prisión, el consentimiento de aquél magistrado no sería vinculante. Sostiene que su defendido se encuentra procesado en los términos del art. 193 bis del Cód. Penal, delito que tiene prevista una pena que va de los seis meses a los tres años. Por consiguiente, el análisis del representante del Ministerio Público Fiscal deberá versar sobre si se trata de un caso excluido del beneficio –vgr., por el monto y clase de pena o por la calidad de funcionario público del peticionante-, o si por las condiciones del imputado, no sería procedente la condena condicional.  

Considera que ello no deviene vinculante para el tribunal, pues la manifestación de disconformidad fiscal, no se relaciona con un análisis de las particularidades del caso, que a priori permitirían o no la concesión del beneficio solicitado, por lo que su opinión en tales condiciones no constituye un óbice para la procedencia del instituto; considerando que lo expresado por el Ministerio Publico Fiscal, al exponer su negativa, no esta fundado en ley. Mantiene reserva de recurso extraordinario de orden federal.
2) Que a fs. sub 14 el 19/06/14, la Fiscal de Cámara Nº 1 manifiesta, que el auto interlocutorio impugnado no es pasible de ser atacado por la vía de la casación, ya que no resulta equiparable a sentencia definitiva, lo que constituye un obstáculo insalvable para su procedencia.

3) A fs. sub 94, dictamina el Sr. Procurador General, considerando que debe rechazarse el recurso interpuesto, por las razones que expone, que se comparten, y a las que nos remitimos brevitatis causae. 

4) Que surge de las constancias de la causa, que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término (Cfr. constancia de notificación de fs. 621 de los autos principales, y cargos de fs. sub 1 vta. y sub 11 vta. del presente incidente); sin embargo, se advierte que, como bien lo puntualiza el Sr. Procurador General en su dictamen, el recurso debe rechazarse por no revestir el carácter de definitiva la sentencia recurrida, atento la provisoriedad que implica el cambio de calificación legal. 

En efecto, acentuando el carácter provisorio de la resolución, Clariá Olmedo entiende, que la misma puede ser revocada y reformada aun de oficio, y agrega: “durante la instrucción puede transformarse de incriminadora en desincriminadora y viceversa conforme el cambio de circunstancias.” (Clariá Olmedo Jorge A., Tratado de Derecho Procesal Penal. T. II, Ed Rubinzal Culzoni, Santa Fe. págs. 336 y s.s.). 

Al respecto, la jurisprudencia ha sostenido que: “En lo que atañe al recurso de casación, el Código Procesal Penal limita las resoluciones recurribles a las sentencias definitivas y a los autos que pongan fin a la pena, o que hacen imposible que continúen, o que denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena (art. 469) y a los autos que resuelven los incidentes de la ejecución de las penas (art. 502). A partir de dicho marco normativo, se ha interpretado que sentencia definitiva es la última que se puede dictar sobre el fondo del asunto y que, a los fines de esta vía recursiva, lo son la sentencia de sobreseimiento confirmada por la Cámara de Acusación o la sentencia condenatoria o absolutoria dictada luego del debate, como asimismo la del tribunal de apelación que ordena al Juez de Instrucción que dicte el sobreseimiento. También se ha sostenido que aunque las resoluciones mencionadas constituyen sentencia definitiva en sentido propio, su rasgo conceptual característico es que se trate de una resolución que pone fin al proceso. Se ha hecho excepción al principio de taxatividad que rige en materia recursiva, en aquellos supuestos en los que la resolución en crisis acarrea un gravamen de difícil, tardía o imposible reparación ulterior, extremo que debe acreditar concretamente el impugnante.” (Cfr. TSJ Córdoba, Sala Penal, S. Nº 189, 08/07/2013, “Fraga, Juan Carlos y otros p.ss.aa. Adulteración de instrumento público, etc. (SAC 147791) -Recurso de Casación-” (Expte. “F”, 50/2012). Vocales: Tarditti, Cafure de Battistelli, Blanc. G. de Arabel. http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2014/12/Fallos37192.pdf, acceso 25/04/16). 

Con respecto a la denegatoria del beneficio de suspensión del juicio a prueba, este Superior Tribunal ha sostenido que: “En la especie surge que la resolución impugnada no reviste carácter de definitiva, por cuanto mediante la misma no se hace lugar al pedido de la defensa respecto a la suspensión del juicio a prueba, ordenando seguir la causa según su estado, es decir no termina la causa ni hace imposible su continuación. Cabe recordar que tratándose el presente de un recurso de carácter excepcional, debe extremarse el concepto de sentencia definitiva...” (“OLGUIN VIC RAMÓN SERGIO – RECURSO DE CASACIÓN” STJSL-S.J. Nº 127/08 de fecha 30/10/08). 

También se ha dicho que: “La denegatoria del pedido de suspensión de juicio a prueba, no es sentencia definitiva, ni equiparable ella, a los efectos de la admisibilidad formal del recurso de casación.” (“Valverde, Ramón s. Fraude en perjuicio de la administración pública - Recurso de casación” IURIX PEX Nº 99416 STJSL-S.J. Nº 142/11 de fecha 12/10/11). 
“La definitividad del fallo constituye uno de los requisitos esenciales de admisibilidad del recurso. Su concepto se halla ligado con la cosa juzgada material o sustancial, entendida esta como el atributo que la ley le asigna a la sentencia firme para que el caso concreto resuelto por ella se mantenga inmutable para el futuro como garantía de seguridad jurídica. Por ello cabe, en principio descartar como impugnables toda clase de resoluciones que no pueden adquirir tal carácter” (STJSL-S.J. Nº 72/08. “ABACA HUGO ROLANDO – ROBO – RECURSO DE CASACIÓN”, Expte. Nº 33-A-2007; STJSL-S.J.–S.D. Nº 71/12.-“INCIDENTE FRÍAS ROQUE OSCAR – AV. HOMICIDIO – LESIONES - RECURSO DE CASACIÓN”, del 05/07/12).
Cabe recordar, que tratándose el presente de un recurso de carácter excepcional, debe extremarse el concepto de sentencia definitiva. Al respecto, este Superior Tribunal ha venido sosteniendo que: “... para la procedencia del recurso en cuestión es necesario que la decisión cuestionada sea una sentencia definitiva es decir, la que dirime el fondo del pleito, la que declara la voluntad de la ley, terminando la controversia sin que sea posible renovarla y que, de quedar firme, producirá cosa juzgada” (STJSL Nº 33/08 “Cruceño, María del Carmen – Av. Amenazas - Recurso de Casación”, 7-05-08).

También se ha dicho que: “... las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva ni resultan equiparables a aquélla, salvo que su aplicación pudiera provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación posterior” (SCBA, 27/10/2004, “I., N. F. s/ Lesiones graves”, Causa P83644, en http://www.scba.gov.ar/home.asp, JUBA sumario B68910; en igual sentido STJSL Nº 45/08 “Figueroa, Alberto Carlos y Martínez Fernández, Daniel Enrique – Homicidio Calificado – Recurso de Queja”, 19-02-08; “Barroso, Jesús Adolfo – Recurso de Casación”, 30-11-2011).
En mérito a ello y conforme lo invariablemente sostenido por este Alto Cuerpo, “...en materia criminal como la que se trata, solo produce sentencia definitiva o resuelve cuestión constitucional el auto de sobreseimiento y la sentencia definitiva y auto fundado que dispone no instruir sumario por inexistencia del delito o causal impeditiva o extintiva de la acción penal” (S.T.J.S.L. “CHAMMAH MAURICIO EDUARDO RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD (INC.33728/1) EN EL PRINCIPAL “JUZGADO DE INSTRUCCIÓN Nº 46- Expte. Nº 58782 - CHAMMAH MAURICIO s/ DEFRAUDACIÓN” (EXPTE. Nº 33788/6) - RECURSO QUEJA”,17-03-2011, entre otros).
Es criterio de este Alto Cuerpo en relación al recurso de casación, que al revestir el carácter de extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo, su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones que lo reglan (S.T.J.S.L Nº 31/10 “Escudero, Ramón Felipe – Abuso Sexual con Acceso Carnal – Lesiones Leves Agravadas por el Vínculo – Recurso de  Casación”, 27-05-2010).  

En consecuencia, no reuniendo los requisitos  necesarios para provocar el juicio de casación, el medio recursivo en estudio, de​viene formalmente im​procedente.

Por ello VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no cabe su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.- 
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, julio veintisiete de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto.-

II) Costas al recurrente vencido.- 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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